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Pleno. Sentencia 67/19'92, de 30 de abril. Conflicto positivo
de competencia 1.199/1986. Promovido por el Gobierno de
In Nación en felación con Resolución de la Dirección
General de Industria de la Comunidad Autónoma de
Madrid, sobre autorización y declaración de utilidad pública
del proyecto de ampliación de la subcstación 400/200 KV
((San Scba!>tián de los Reyes». A.14

Pleno. Sentencia 68/1992, de 30 de abriL Conflicto positivo
de competencia 1.960/1991, promovido por el Gobierno de
la Nación en relación con el art. 84 del Decreto de la Junta
de Galicia 262/1991. de 14 de julio. por el que se aprueba el
Reglamento de la actividad pesquera y de las anes y aparejos
de pesca permisibles en Galicia. Voto particular. A.1S

Sala Segunda, Sentencia 69/1992, de II 'de mayo. Recurso de
<lmparo 1.471/1989. Contra Sentencia de la Sala Cuarta del
Ifribunal Central de Trabajo. Vulneración del principio de
igualdad por diferencia reglamcntaria discriminatoria. (Art.
7.J.del Real Decreto 625/1985, de 2 de abril: Jubilación de
trabajadores por cuenta ajena). 8.2

Sala Segunda. Sentencia 70/1992, de 1I de mayo. Recurso de
amparo 890/1990. Contra Sentencia de la Sala de lo Social
de.! Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, dictada en
recurso de suplicación contra la del Juzgado núm. 10 de
Sevilla.. Supuesta vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva. 8.5 .

Corrc-cción de errores en el texto de la Sentencia numero
39/1992, de' 30 de mat:Zo, del Tribunal Constitucional,
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial d.c1 Estado»,
nllmero 1.09 de 6 de mayo dc 1992. B.7
Corrección de 'errores en el texto de la Selltencia número
40/1992, de 30 de marzo, del Tribunal Constitucional,
publicnda en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»,
número 109 de 6. de mayo de 1992, B.7

Corrección de errores en el tcxto de la Sentencia número
41/1992, de 30 de marzo, del Tribunal Constitucional,

PAGINA

14

15

18

21

23

23

publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado».
número 109 de 6 de mayo de 1991. 8.7

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
42/1992. de 30 de marzo, del Tribunal Constitucional,
publicada en el suplemento al «Boletín Olicial del EstadO»,
número 109 de 6 de mayo de 1992. 8.7

Corrcrción de errores en el texto de la S.::ntencia núm.
43/1992, de 30 de mar.lO, dcl· Tribunal Constitucional,
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del EstadQ».
númcro 109 de 6 de mayo de 1992. B.7

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
44/1992, de 2 de abril, del Tribunnl Constitucional. publi­
cada 'en eJ suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 109, de 6 de mayo de 1992. B.7

Corrccr;ión de errores en el texto de la Sentencia numero
45/1992, de 2 de abril. del Tribunal Constitucional. publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oticial del Estado»

. número 109, de 6 de mayo de 1992. B.7

Corrección decrrores en el texto de la Sentencia número
46/1992, de 2 de abril, del Tribunal Cof¡stitucional. publí­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del EstadO»
nú.mero 109, dI.:: 6 de mayo de 1992. 8.7

Corrección de errores en el textó de la Sentencia número
47/1 992. de 2 de abril, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el suplemento al «Bolctin Olicial del Estado»
número 109. de 6 de mayo-'de 1992. .-8.8

Corrección de errores en el tcxto de Ja Sentencia ri.Úmero
491 1992. de 2 de abril de 1992, del Tribunal Constitucional,
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado)~
númcro 109, dc 6 de mayo de 1992. , B.8

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
50jl992, de 2 de abril de 1992, dcl Tribunal Constitucional.
publicada en el supleme11lo al (~Bolctín Oficíal del Estado»
número 109, de 6 de mayo de 1992. 8.8
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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En el recurso de amparo núm. 1.744/88, interpuesto por don Alberto
Pérez Lópcz, representado por don Alherto Carrión Pardo y asistido
inicialmente por la Letrada scl'lOra Ruiz Arcos y. tras renuncia de ésta.
por el letrado señor Benelli Gálvel, contra Sentencia de la Sala Quinta
del Tribunal Supremo de 9 de septiembre de 1988. Ha compareódo el
rccurrente, el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal y ha sido
ponente el Magistrado don Luis Lópa Guerra, quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 3 de noviembre de 1988 tuvo entrada en el Registro de este
Tribunal un escrito de don Alberto Carrión Pardo. Procurador de los
TTibunalcs. que en nombre y representación de don Alberto Pérez Lópcz
interpone recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala Quinta del
Trubunal Supremo de 9 de septiembre de 1988.

2. Los ht.-chos de los que se deriva la demanda de amparo, como
resultan de la misma, y documentos que se acompañan, son. en síntesis,
los siguientes:

a) Don Alberto Pércz López. estudiante de Derecho en la Universi·
dad Nacional de Educación a Distancia, fue denunciado por c1.Decano

12327 Sala Prill/era. SrJ1tel1cia 62/1992, de 27 de abril de 1992.
Recurso de amparo 1.744/88. G.J1I1J'a Sentencia de la Sala
Quillla del Trihunal SII¡J/"ClllO c.l'li1l1atoria paráalmrnte de
fa apelación collIra Sellll'/lt'Ía de la AudiC'l1cia Nacional que
deseslillló recurso cOlllellcloso-ado/illisll'alivojren!e a Reso­
lución de la UNED que i/l/plISO al reClIfreme saJ/f;iólI dC'
Sl/spC'lIsiólI de d"rec!los acudémicos. Supuesta \·ull/cradófl
del derecho a la lulela judicial (f(,Cli~'a y del prii/cipio de
Icg~lidad.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Fernando García-Mon y González·RegueraL Presidente, y don Carlos de
la Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa, don Luis Lópel Guerra y don
Vicente Gimeno Sendra, Magistrados, ha pronunciado,

la siguiente EN NOMBRE DEL REY

SENTENCtA

de la Facultad de Derecho a la Rector;¡ de dicha Universidad. manifes·
tanda el Decano que cl senor Pérez López había comparecido en la
convocatoria de septiembre de 1985, sin identificarse ante el Tribunal,
y había realizado ejercicios con nombres supuestos y otros con d su)-o
aUténtico. con la finalidad de presentar algunos con otro nombre,
cuando el examen era defectuoso, y poder examinarse en tales asignatu­
ras si el cxamen no era bueno. Como consecuencia. el 27 de diciembre
de 1986 el Rectorado de la Universidad Nacional de Educación, a
Distancia impuso al ahora recurrente «la sanción de suspensión de
derechos academicos durante diez cursos. así como la perdida de las
nol:1s positivas del curso 1985·1986), al considerarle autor dc cinco
faltas graves tipificadas confórme al art. 5 del Reglamento de disciplina
académica, aprobado por Decreto de 8 de septiembre de 1954. al que se
remite la Disposición transitoria undecim;:¡ de los Estatutos de .la
U.N.E.D aprobados por Real Decrdo 1187/1985, de 26 de junio.

b) InlC'rpuesto recurso contcncioso-adrninisttativo por la via de la
Lcy 6~/1978, fue deseslÍmado por Sentencia de la Sección Primera de la
Sab de lo Contencioso·Administrativo de la Audiencia Nacional de 3 de
abril de 1987. .~

e) Interpuesto recurso de apelación. la Sala Quinta del Tribunal
Supremo, por Sentencia de 9 de septiembre de 1988. estimó en parte la
apd,¡ción, revocarido, por vulneranón del art.24.1 de la C.E. la
resolución impugnada, al no haber collstancia de la existencia de pliego
de cargos ni notificación del mismo. no recibir contestación a la
recusación ni haber podido formular pliego de descargo. al considerar 13.
Administración como tal el escrito de recusación, todo 10 cual sllpone
que el recurrente ha sido condenado sin haber sido oído, produciéndo­
sele indefensión constitucionalmente vedada. por lo que estima ci
recurso por el primero de los motiv'os alegados, retrotrayendo el
expediente al momento del traslado del pliego de cargos, y considera
innecesario examinar los rC'stantes motivos alegados, nrts. 14,25 Y27 de
la Constitución. '

3. Impugna cn primer lugar el recurrente la Sentencia del Tribunal
Supremo en cuanto que se limita a anular la sancióll. retrotrayendo el
expediente al momento en el que se ha producido la indefensión. El
recurrente "enala que «parece p;:¡radójico y jurídicamente incongrucntt:
que se ordene continuar el expediente disciplinario "conforme a
Derecho" cuando previamente lo hemos tachado de inconstitucional,
por tener su cobertura en una nurma de rango legal vacía; de contenido
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111<lICrial, habiendo in~lado en el escrito de conclusiones de la apelación
el plantcnmicnto de la cuestión de inconslilucionalidad del <11'1. 27.3 de
la L.R.LJ.»

Por otra parte considera que lanlo la Sentencia como el acto
administrativo de que trae causa vulneran el principio de legalidad del
art. 15.1 C.E., en cuanto que éste exige, según reiterada jUrisprudencia
del T.e., (que se predeterminen en In norma legalJas conductas ilícitas
y ]<lS correspondientes sanciones», de forma que si bien es posible la
remisión a normas reglamentarias. para cllo es necesario que sea la Ley
1<1 que determine de forma suficiente los elementos esenciales de la
conducla antijurídica; en definitiva, el art.25 prohíbe la remisión al
Reglamento que haga posible una regulación independiente y no
c1arnmcnte subordinada a la Ley». Contrasta la doctrina transcrita con
el art. 27.3 de la -L.R.U. que remite genériC<llnente a la competencia de
las Universidades para el establccimiento de las normas que regulen las
responsabilidades rdativas al incumplimiento de las obligaciones acadé­
micas, y con la DIsposición tranSItoria undécima del Real Decreto
1.287/1985, de 26 de junio. que aprU';:ba los ESlatutos de la U.N.E.D. y
que contIene una no'mislón a posterion.'s normas sobre la matcria y
declara vigente el Decreto de 8 de septicmbrc de 1954. Concluye que <:l
ar!. 27.:\ de la LR.U. lesiona el art.25.1 CE. y que la Disposición
transitoria undécima de los Eslntutos de la U.N.E.D. es radicalmente
nulfl. de lo que extrae la consecuencia de que la Sentencia recurrida viola
el principio de Icg<llidad al ordcnar retrotraer el expediente disciplinario
y quc prosiga la 1l'"<lmilación conforme <l un procedimiento inconstitucio­
nal.

Se solicita la nulidad de'la Sentencia. la nulidad de la Disposición
transitoria undécima de los Estatutos dc la U.N.E.D.. el reconocimiento
del derecho a no ser sancipnado sino por conductas antijurídicas
predeterminadas por la Ley, el restablecimiento del recurrente en todos
$lIS derechos académicos y la elevación de la cuestión al Pleno a efcctos
de la dcclaración de incosntitucionalidad del arto 27 LR.U. Asimismo.
con amparo en el art. 56 LOTe. se interesa la suspensión de la
rcsolución impugnada.

4. La Sección Cuarta dictó providencia de 21 de noviembre de
1988 en la que se acordó la admisión a trámite de la demanda de
amp<lro, sin reljulcio de lo que resultase de los antecedentes, ten·er por
personado y parte al rccurrente, la solicitud de remisión de actuaciones
y la apertura de la pieza separada de suspensión. '

5. En providencia de la misma fecha, la SecCIón Cuarta acordó.
conforme a lo dispuesto en el art. 56 LOTe. otorgar plazo común dl' tres
días a la recurrente y al Ministerio Fiscal para que alegasen lo que
estimaran procedente sobre la suspensión solicitada.

Finnlizndo el trámite de alegaciones. la Sala Segunda dictó Auto de
19 de diciembre de 1988 en el que acordó denegar la suspensión.

6. La Sección Segunda, en providencia de 16 de enero de 1989,
acordó acusar recibo de las actuari('lnes. y dar vista de ellas al recurrente
cn nmp<lro, al Abogado del Estado y al Ministerio Fiscal para que en el
plalO común de veinte dias formularnn las alegaciones que estimasen
proccdentes.

El Ministerio Fiscal comienza por plantcarse el problema de si el
recurso de amparo está interpuesto por la vfa del art. 43 o la del 44 de
la LOTe. Concluye que a pesar de la-existencia de cierta ambigüedad en
la demanda. sc trata de un recurso planteado porcl cauce del art. 44
LOTe, esto cs. contra la Sentencia del Tribunal Supremo. por dirigirse
la demanda contra dieha Sentencia. por solicitar la nulidad de la misma
y no la del acto administrativo (por otra parte ya anulado por la referida
Sentencia) y porque. a pesar de solicitar la nulidad de la Disposición
transitoria dcl Real Decreto que aprobó los Estatutos de la U.N.E.D.,
ello rcsulm una pretensión c1aramcnte inaccptable, pues la vía de
amparo sólo puede utilizarse ante violal'iones efectivas y no ante las
potenciales que pueden derivarse de disposiciones generales de la
Administración. Desde este punto de vista afirma que no hay violación
del arl, 15.1 en dicha Sentencia, ya que precisamente lo que hizo fue
anulm una sanción. Tampoco considera que pueda haber violación del
ano 2~ C.E. por el hceho dc que la Sentencia recurrida nu se pronunciara
sohre la supuesta violación'del art. 25.1 C.E" ya que se había estimado
la dcmanda por otros motivos. por lo que no puede hablarse de
incongruencia. Por último señala que aunque el rccurso hubiera sido
dirigIdo contra el acto admimstrativo tampoco podría ser admitido.
porque el amparo sólo se da frente a efectivas lesiones actuales, no frente
a fUILlnlS. Por todo ello enticnde que proccde la desestimación del
recurso. .

". El Abogado del Estado considera, por el contrario, que se denuncia
lo 'violación del arto 25 C.E. producida por la resolución del Rectorado
de 1<1 U.N.E.O. Sin embargo. dicha Resolución no existe, .en cuanto
anubdn por la Sentencia, de la que dificilmente y por ese mismo hecho
sc puede considerar que lo vulnere. Se plantea si pudicra ex.istir
vulneración d('1 art. 24 en la Sentencia por no pronunciarse sobre, la
vulneración del principio de legalidad. y concluye que en modo alguno
yn quc lo que hace en primer lugar es pronunciarse sobre los vicios
procedimentales denunciados por el recurrente; y apreciada la nulidad
dcl acto por ese motivo no es necesario pronunciamiento alguno sobre
lns dcnuis pcticiones. Entrando, por último. con carácter subsidiario, y
en virtud del. principio de plenitud jurisdiccional predicable del Tribunal

~.~ .

Constitucional. a analizar si existc vulneración del principio de legalidad
por falta de cobertura legal de las sanciones disciplinarias. considera que
nos cncontramos ante una relación especial de su}eción y además
predicada en relnción a una institución que es titular de autonomía
reconocida como dc({'cho fundamental, por lo que, y en virtud de la
juri-;prudencia establecida en la STC 2/1987, se puede afirmar que el
principio de legalidad no licne en este caso el mismo alcance que en la
potcstad s<lncionad.ora general de la Administración ni mucho menos
con rCSpcl'to a las sanciones penales, por lo que la remisión del arto 27
L.R.U. otorga suficiente cobertura legal al régimen sancionador de las
Universidades. Concluye soilcitando la denegación del recurso de
amparo.

Por su parte, el escrito de alegacíones del recurrente se limita a tener
por íntegramente reproducidos los alegatos esgrimidos en la demanda y
reitcrndos en la súplica.

7. Por escrito dirigido a la Sala por la Letrada del recurrente se
comunica. con fecha 30 de noviembre de 1989, Sll renuncia a la defensa.
La Sección. por providencia de 15 de enero de 1991. acordó tenerla por
renunciada, y conceder al recurrente un plazo de diez dfas para la
designación de nuevo Letrado. En el citado plazo fue designado como
ahogado_ el Lelmdo don Luis Bertelli Gálvez, que asume la defensa del
rCClllTente, que fue tenido por designado por nueva providencia de 12
de fcbrero de 1990.

8. Por escrito de 9 de abril de 1991, el señor Pérez López solicita,
en aplicnción del art. 80 LOTe la abstención o recusación del Presi­
dente del Tribunal, por haber interpuesto el recurrente. como pr01110tor
y micmbro de la Junta Directiva de la Asociación contra la corrupción
y la injusticia. una denuncia contra el Presidente del Tribunal Constitu·
ciona! ante el Tribunal Supremo. lo que reit('ra con fecha 20 de ngosto
de 1991. Con fecha 6 de febrero manifiesta el recurrente promover
incidcnte de recusación por cl mismo motivo. Con fecha 10 de mayo de
1991, cl Presidente del Tribunal Constitucional dirigió un escrito a la
Saln en el que manifestaba su voluntad de abstenerse en el recurso de
nmparo 1.744/88, tramitado hasta el momento sin intervención ninguna
de su parte. ..

Con fecha 6 de abril de 1991. la Sala acuerda aprobar la abstención
del scílor Presidente. así como no haber lugar a proveer el escrito de 6
de febrero de 1992, por carecer ya de objeto, y sena lar para deliberación
y votación de este recurso el dfa 27 de abril de 1992.

9. Por providencia de fecha 22 de abril de 1992 se señaló el dfa 27
:-;iguicnte, para deliberación y fallo de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos
1. Conviene precisar, en primer lugar, el acto potencialmente lesivo

de derechos fundamentales que se plantea en el presente recurso de
amparo, puesto que, aunqlle el recurrente dice impugnar la Sentencia del
Tribunal Supremo que agota la vía judicial (lo que situaría el presente
rccurso de amparo entrc los previstos en el art. 44 de la LOTC). la
argumentación de la demnnda se dirige frente, sin embargo, a una
supucsta lesión del arto 25.1 dc la Constitución, por vulneración del
pnncipio de legalidad del derecho sancionador, que sólo puede impu­
tnrse, dc modo inmediato y directo. a In resolución del Rectorado, por
lo que parece situarse en el campo de aplicación del arto 43 de la LOTe.
es decir en el de las violaciones proeedcntes de autoridades públicas en
c1uc las Sentencias rccaídas cumplen simplemcnte la función de agotar
la \-ía judicial previa. Esta amhigüedad presente en la demanda. unida
al hecho de que en la misma. aunque no de forma expresa ni terminante
pnrece nlegarse también una supucsta vulneración del art. 24 C.E. por la'
Sentencia del Tribunal Supremo. Y- sobre todo a la )X'culiaridad de que
la Sentencia que dice recurrida contenga como fallo la anulación de la
resolución administféltiva del Rcctorado de la U.N.E.D.. significa' que
tengamos que concluir que estamos en presencia de un recurso de
nmpnro que se integra tanto en el supuesto previsto por el art. 43 LOTC,
como en el contenido cn el ar!. 44 de la misma disposición; por lo que
hemos de analizar por scparado las supuestas vulneraciones de los
.¡rts. 24 y 25.1. que contienen. tanto la Sentencia del Tribunal Supremo
como la ({'solución del Rectorado de la U.N.E.D.. en la medida en que
ello sea neccsario para la rcsolución del presentj: recurso.

2. -Por lo que sc refiere a las vulneraciones de derechos susceptibles
de amp;uo causadas por la Sentencia del Tribunal Supremo. el recu­
rrente alega en pnmcr lugar unn supuesta incongruencia de la decisión
judinal. ell cuanto que se limila a estimar la demanda parcialmentc por
¡;~s \:io~nci~nesdel ar!. 24 de la Constitución, retrotrayendo el expedicnte
dlsclpllnano al mOmento en que sc han cometido las vulneracioncs de
dicho derecho en la tramitación del expediente disciplinario. sin efectuar
pronunciamiento alguno, por eons.iderarlo innecesario. en relación a las
Violaciones aleg..'ldas de los ans. 14. 15 v 27 de la Constitución;
incongruencia que denuncia ante este Tribunal únicamente en relJción
al art. 25 dc la Constitución. Sin embargo. tal alegación ha de ser
rechazada. En efecto. como señalan en sus escritos tanto el Ministerio
Fiscal como el Abogado del Estado, nos encontramos ante un supuesto
en C'I quc la demanda ha sido estimada pOI" el primero de los motivos
alcg~d~s p<!r el rccurrente. esto es, la violaCIón en el expediente
adnlll11stratlvo del art.24 de la Constitución. apreciando los vicios
proccdimcntales denunciados y razonando ex.presamente la improce-

,_"
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dCllcia de pronunciarse sobre la aducida vulneración del arto 25.1; por 10
que, estimada la demanda por la primera de· sus causas, no puede
hablarse de incongruencia constltucionalmente vedada por el hecho de
que Tribunal Supremo no considerase necesario reahzar pronuncia­
miento alguno sobre las restantes causas aducidas.

3. Carece igualmente de contcndo constitucional la seguncja de las
violaciones del Url. 24 de la C.E. dcnunciuda en el presente recurso'. la
relativa al no planteamiento por parte del Tribunal Supremo de la
cuestión de inwnstitucionalidad sobre el al1. J.7 de la Ley de Reforma
Universitaria. En· C'fccto, es reiterada jurispi'lldcncia de este Tribunal
ISSTC 148/1986. 23/1988. 67/1988 Y 78/1988. entre otras) que el
p1.:lIltcamicnlo de la cucs.lión de inconstitllcionalidad es prerrogativa
exclusiva e ¡rrevisable de los órganos jurisdiccionales, sin que pueda
constituir base para el plalllcamicnto de un recurso de amparo el hecho
de que este no haya considerado conveniente formular una determinada'
cuestión de inconstitucionalidad pretendida por el recurrente.

-4: Por lo que atañe a la vulneración que se alega del 3ft 25.1 de la
Constitución, resulta evidente, como se seftaló· cn el fundamento
jurídico primero. que no puede achacarse en forma inmediata y directa
al Tribunal Supremo. sino únicamente en cuanto·no remedia, segun la
pretensión del rCclurcnlc, la vulneración que ésté considera producida
por d Rcctorildo 'de la U.Ñ.E.D.; por lo que, de haberse violado'el
derecho en ese artículo conslitucionalreconocido. esa violación habria
de aUibuirse cn forma inmcdiata y directa a la actuación del Rectorado.
Nos situumos, por tunto, en el terreno dcl art. 43 de la LOTe. Existe, no
obstantc, una dificultad insalvable para-el otorgamiento del amparo por

esta vía. En efecto, el arto 43.3 de la LOTe establece Que «(el recurso sólo
podrá fundarse en la infracción, por una resolución firme, de los
preceptos constitucionales qUe rcconocen los dercchos o libertades
su:sccptibles de amparo». Se (':(ige. por tanto, una resolución firme. Sin
embargo, en cl presente recurso de ampnro no existe tal resolución al
haber sido anulada por la Sentencia del Tríb~nal Supremo, por lo que
difícilmente puede considerarsc que una rL'solución inexistente jurid~ca.
mcnte pueda vulnerar derecho fundamcntal alguno, por lo que no eXiste
vulneración real y efectiva de derechos fundamentales, requisito impres·
cindiblc para el plnnteamiento de un· recurso de amparo, que no puede
ser dirigido, segUn reiternda y consolidada jurisprudencia de este
Tribunal, contra lesiones futuras o mcrnmente hipotéticas (entre otras,
SSTC 110/1984 y 123/1987).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido
Desestimar el presente recurso de amparo.
Publiquese ~sta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado)~.

Dada en Madrid a 27 de abril de 1992.-Fernando García-Mon y
GOIwílez-Regueral.-Carlos de la Vc-ga Bcnayas.-JesÚs Leguina
Villa.-Luis Lópcz Guerr~.-VicenteGimenoSendra.-Firmado y rubri-
cado. -

SENTENCIA

eN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal (onstitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y.Vulj~ntc"Presidente;don Fernando García-Mon y
Gonzalcz-Regucral, don Carlos de la Vega Bcnayas, don Jesús Leguina
Villa, don LuisLópcz Guerra y don VicenteGimeno Scndra, Magistra­
dos. ha pronunciado

reclamación de 7.166:290 pesetas, por lo que solicitó que la demandante
le ábonara 5.166.290 pesetas, resultante de descontar al total reclamado
la cantidad de 2.000.000 de pesetas objetode la demanda.

b) En Sentencia dictada e116-de septiembre de 1985, el Juzgado de
Primera Instancia antes citado 'estimó parcialmente la demanda en
cuantía de 2.000.000 y la reconvención en 2.209.411 pesetas declaró
cxtinguidas \as obligacione.s dc pago, en la cant(dad concurre~te. y
condenó a la actora «Colegio de Ensenanza Anto11l0 Trueba, SOCledad
AnóninKI», al pago de 209.411 pcsetas más los intereses que procediesen.

c) Contra dicha parte formularon ambas partes recurso de apela­
ción ~ntc la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Bilbaú (rollo
núm. 688/1985). Tras la pertinente tramitación, La Sala dictó Sentencia
cn fecha 10 de febrero de 1988. en la q~le estimó parcialnlcntc el recurso
plrllltcado por la Entidad «Colegio de Enseñanza Trueba de Archanda,
Sociedad Cooperativa Limitad-m), y revocó la Scntencia recurrida en
cuanto a la estimación en la. reconvcneión, incrementándola en otros
2.357.112 más.

d),. La.rcpresentación de la Entidad demandante de amparo preparó
rccurso de casación por infmcciónde Ley contra la citada Sentencia
(recurso núm. 823/1988). Por Auto de 4 de octubre de 1988, la Sala
Primera del Tribunal Supremo inadmitió el recurso de casación, de
conformidad con lo dispuesto en la regla 2.:1 del arto 1.710 de la Ley de
Enjuiciamicnto CiviL en rel.ación con los 1.697 y 1.687, «por no cubrir
la cuantía reclamada la legalmente establecidm~.

3. La representación de la Entidad recurrente de amparo estima, en
primcr lugar, que el auto dictado por el Tribunal Supremo vuinera ei
dcrcchoa obtener la tutela judicial efectiva del arto 24.1 de I~a

Constitución. Al respcctoalega; de un lado, que el Auto impugnado no
cstá motivado pues en el mismo no se explica la razón por la cual la Sala
enticnde que 'la cuan tia dc1 proceso a efectos de acceso a la casación no
es superior a 3.000.000 de pesetas. y, de otro lado, que la inadmisión
dcl rtcurso por razón de la cuantía es tambien contraria al art.24.1 de
la Constitución, toda vez que 'para determinar la procedencia o no del
recurso de casación hay que atender RO sólo a la cuantía ·fijada en la
dcmanda, sino también en la reconvención, que en el presente caso ,'.\.
super.:l cl límite fijado para la casación. . : l

En scgundo lugar, aduce quC"1a no ;:¡dmi::¡ión del recurso de casación
para recklm¡¡ciones de cuantía supcrior a 3.000.000 de._pesetas formula­
das por vía' reconvencional, como parece interpretar el Tribunal
Suprcmo. seria contraria arprincipio de igualdad del art. 14 de la CE.,
pues losdel11andados en cstascircunstnncias estarían en peor situación
que los denlandados en procesos separados, sin razón alguna que
justifique esta discriminación.

Por todo ello. !iolicita de estc Tribunal que otorgue el amparo y, en
consecucncia, anule el Auto rcculTido y retrotraiga las actuaciones del
recurso dl' casación al momento procesal inmediat3mente anterior al de
dictarse el Auto impugnado. Porotrosi, solicita, de conformidad con lo
di:spuesto en el art. 56 de la LOTe, que se suspenda la ejecución del
Auto impugnado, pues la misma hacía perder al amparo su finalidad.

4. Por providencia de 12 de diciembre de 1988, la Sección Cuarta
de la Sala Segunda (en la actualidad Sala Primera) acuerda admitir a
trámite la demanda de amparo formulada por el «Colegio de En:scñanza
Antonio Trueba. Sociedad Anónima), sin perjuicio de lo'que resulte de
los antecedentes, y tener por personado y parte en nombre y'representa­
ción del mismo al Procurador señor Garda Arribas. Asimismo, ya tenor

Sala Prin/era. Seu/mela 63i/992, de 29 de abril. Recurso
de amparo /.748/88. Colltra AlII.o de la'Sala Pri/l/era del
Tribul/al Supremo il/adlJlitielldo recurso de casación colltra
SCII/C'ncia d!' la AUtiielláa Territorial de Bilbao. VIIIJ/cra­
don "e' "eredlO a la lUIda jl((licial ((ectil'a ('/1 UJl supucsto
de determinaciun de la L'ltaJ/fía liligiosa: Interpretación de
li1s Leyes lilas jurorable al dercdw Jitndamelltal de acceso
a lo~· rectlrws; .

1. Antecedentes

l. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el 4de noviembre
de 1988. el Procurador de los Tribunules don Antonio Garda Arribas
interpone, en nombre y representación de la Entidad «((:olegio de
Enscnanza Antonio T rueba, Sociedad Anónima», recursó de amparo
contra Auto de 4 de 'octubre de 1988 de la Sala Primera del Tribunal
Supremo, que inadmitió .el recurso de casación interpuesto contra la
Sentencia de 10 de febrero de 1988 de la Sala de lo Civil de la AUdiencia
Territorial de Bilbao, dictada en el rollo de apelación numo 688/85.

2. La 'demanda 'de amparo se b.1sa, en sin tesis, en los siguientes
hccll0S:

a) Con fecha I de marzo de 1985, la Sociedad «Colegio de
Ensei'lanZ<l Antonio Trucha, Sociedad Anónima~), hoy recurrente de
amparo, formuló demanda de juicio de menor cuantía contra la
Sociedad «Colegio de Enseñanza de Archanda, Sociedad Cooperativa
Limitad..]». en rcclamaciónde 2.000.000 de pesetas, más 500.000 pesetas
en concepto de indemnización de perjuicios. Que, fue tramitada en el
Juzgado de Primera Instancia num. 3 de Bilbao (autos mimo 243/1985).
La cooperativa demandada. en trámite de contestacIón a la demanda, se
opuso a la misma alegando incumplimiento de I.:ontrato por la parte
demandante, al tiempo quc formuló demanda de reconvención en

En. el recurso de amparo núm. 1.748/88, promovido por la Entidad
«(Colegio de Enseñanza Antonio Trueba, Sóciedad Anónima», represen­
t<ld,rpor el Procurador de los Tribunales don Antonio García Arribas y
asistida por el Letrado don Luis. Fernando Bázán Laclaustra, contra
Auto de 4 de octubre de 1988 de la Sala Primera del Tribunal Supremo,
que inadmitió el recurso de casación interpuesto contra la Sentencia
dictadª, en fecha 10 de febrero de 1988. por la Sala de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Bilbao en el rollo numo 688/85. En el proceso
de amparo ha comparecido el Ministerio Fiscal y la Entidad «(Colegio de
Enseñanza Trueba de Archanda, Sociedad Cooperativa Limitada»,
rcpresentada por el Letrado don F. Javier Alberdi. Ha sido Ponente el
M,lgistrado don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa el parecer de la
Sala.

12328


